Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 19 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


-«Carpeta N* 1555/2014. Descentralización y Participación Ciudadana. Normas. Proyecto de 
ley aprobado por la CRR. Distribuido N* 2836/2014. 


Respuesta del MEF a consulta realizada en relación a la sugerencia modificativa de la Ley N* 
12.222, de 14 de setiembre de 1955, presentada por COMAG. 


Nota de COMAG comunicando que han tomado conocimiento de la respuesta del MEF, 
solicitan que sea tratado por la Comisión. 


La respuesta del MEF y la nota de COMAG fueron oportunamente repartidas por correo 
electrónico. 


El señor Presidente del Cuerpo remite Oficio de la Junta Departamental de Artigas, con las 
palabras del señor Edil Gonzalo Brum, referente a la sanción impuesta por la FIFA al jugador de la 
Selección Nacional, Luis Suárez». 


Corresponde recibir a una delegación de la organización de padres «Todo Por Nuestros Hijos 
Ya», quienes han solicitado audiencia a la Comisión a efectos de intercambiar ideas relacionadas con 
la tenencia de hijos de padres separados. 


(Ingresa a Sala la delegación de la organización de padres «Todo Por Nuestros Hijos Ya».) 


-En nombre de la Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión damos la bienvenida a 
nuestros invitados, quienes han solicitado audiencia a los efectos de intercambiar ideas con relación a 
la tenencia de hijos de padres separados y a una iniciativa en la que han estado trabajando. En 
representación de la organización de padres «Todo Por Nuestros Hijos Ya», concurren en el día de hoy 
el doctor Carlos Freira, la señora Stella Torres y el señor Joaquín Velasco. 


SEÑOR FREIRA.- En primer lugar, quiero dar las gracias a los señores Senadores por recibirnos. 
Somos representantes de un grupo de familias -utilizo este término porque no sólo se trata de 
padres- denominado «Todo Por Nuestros Hijos Ya». Integramos un grupo de más de 1.124 familias, no 
solamente en Montevideo, sino en todo el país, y cabe destacar que hay más de 560 que están 
esperando que podamos asesorarlas; en definitiva, se trata de darles una mano, ya que somos una 
organización sin fines de lucro que brinda asistencia jurídica y psicológica en forma gratuita. 
Obviamente, no resulta fácil ayudar a tantas personas y familias en estas condiciones. 


Quiero ser lo más breve posible a fin de que la Comisión no pierda su valioso tiempo. En 
principio, debo destacar que el Uruguay tiene un Código de la Niñez y la Adolescencia que es de 
vanguardia en el mundo y se podría decir que es la envidia de muchos países. Lamentablemente, ese 
texto legal no es contemplado ni cumplido en los Juzgados de Familia de nuestro país. Se utiliza un 
principio fundamental que parte del Derecho Internacional, que es el interés superior del menor pero, 
lamentablemente, muchos magistrados -no todos- terminan actuando a su libre albedrío en cuestiones 
que están vedadas por la ley. En ese sentido, hemos encontrado diversos problemas de aplicación de 
la ley y por eso hemos venido a plantear una sugerencia, a fin de que se puedan superar los aspectos 
que están impidiendo que el Uruguay cumpla con las convenciones internacionales y con el 
ordenamiento jurídico vigente. Es más; en un reciente fallo del mes de febrero el Instituto Nacional de 


Derechos Humanos comprobó que en diferentes procesos se violaron todos los derechos humanos de 
determinados niños, por decirlo de alguna forma. Por esas razones, queremos plantear dos problemas 
sencillos y una solución más sencilla aún, pero no por eso menos eficaz, que terminaría con los 
problemas que hoy tenemos en la aplicación de esta ley. En primer lugar, se trata de la designación de 
los defensores de los niños. La ley prevé correctamente en su artículo 8* que el juez puede nombrar un 
defensor del niño para que vele por sus derechos, lo cual apoyamos totalmente. Sin embargo, la 
normativa no prevé la forma de designación. ¿Cuáles son los problemas que la práctica está 
aparejando? En primer lugar, lo relativo a la transparencia, ya que se trata de una designación onerosa, 
que cuesta varios miles de dólares. Hay que tener en cuenta que se registran miles de casos al año en 
los que esos defensores están llamados a actuar. Los magistrados, por diferentes motivos, entienden 
que como el asunto no está legislado -con esto discrepamos absolutamente- tienen libertad de actuar a 
su libre albedrío. Independientemente de que se trata de un tema de transparencia por el volumen 
millonario de dinero que se maneja, nosotros encontramos, en los hechos, y sin atribuir ningún tipo de 
responsabilidad, que la figura de esos abogados defensores en los juzgados se repiten una y otra vez, 
resultando ser siempre los mismos. Es muy difícil que un abogado -al cual un magistrado de cualquier 
parte del país lo nombra en forma reiterada y constante en su Juzgado-, si ve que hay algo mal, que no 
está funcionando el proceso o que hay anormalidades en la defensa del niño, las pueda plantear, 
porque directamente el juez, que es un ser humano, no lo va a volver a designar. Entonces, en su gran 
mayoría los defensores del niño se han vuelto, por la vía de los hechos -lo decimos con todo respeto 
porque hay excelentes colegas-, en meros espectadores del proceso, cuando la ley y el Parlamento los 
han llamado a tener una participación especial. ¿Cómo se nombran los peritos en nuestro país? Se lo 
hace a través de un procedimiento que es muy bueno: los abogados interesados se inscriben en la 
Suprema Corte de Justicia, se hace un listado y el Juez los designa en una audiencia pública. Esto no 
pasa en el Derecho de Familia con la figura del defensor del niño. 


Lo que nosotros estamos proponiendo es una pequeña modificación -que está en letra 
cursiva- al artículo 8%, por el cual la designación del defensor o curador -como quiera llamarse- pase 
por el mismo procedimiento que el de la designación de los peritos. Es más, agregamos y sugerimos 
una pequeña sanción a ese Magistrado que no cumpla con el precepto legal. En la actividad pública - 
me consta que los integrantes de la Comisión lo tienen bien presente- la transparencia es algo 
fundamental, es algo así como la frase sobre la mujer del César, es decir, no solo debe serlo sino 
parecerlo. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Cuáles son las formalidades requeridas? 


SEÑOR FREIRA.- Son las que acabo de mencionar: todos los abogados que estén calificados pueden 
inscribirse en la Suprema Corte de Justicia, la que llevará un listado con el nombre de esas personas, y 
cuando un juez en cualquier parte del país quiera nombrar o designar a un curador o defensor del niño, 
esa designación deberá pasar por un sorteo entre las personas habilitadas y no por un conocimiento 
previo, una amistad, una gauchada o como quiera llamarse. Es un tema transparente que no causa 
demoras ni perjuicios del Poder Judicial, que simplemente viene a acompasar los cambios que 
correctamente este texto ha incorporado a la legislación vigente. 


El otro artículo al que estamos proponiendo una modificación -ya no una mejora, sino un 
agregado- es el artículo 40 del Código de la Niñez y la Adolescencia, porque hoy en día, en la práctica, 
vemos dos cosas. 


En primer lugar, hay un problema por parte de aquel cónyuge o progenitor que vive con el 
niño -sea hombre o mujer, porque no es un tema de género- y se niega a entregarlo -lamentablemente 
es un tema común el incumplimiento del régimen de visitas- usándolo como botín de guerra. ¿Por qué 
decimos «lamentablemente»? Porque el artículo 43 del Código de la Niñez y la Adolescencia es claro, 
establece cierto tipo de sanciones, pero en este país, por diferentes motivos, esas sanciones no se 
cumplen. Pero hay otros problemas que también son importantes y están relacionados con este tema. 


En primer lugar, está el caso de aquel progenitor o aquella persona que, teniendo a su favor 
un régimen de visitas, plantea el tema en el Juzgado de Violencia Doméstica. A este respecto, la ley es 
clara cuando dice que cuando, de acuerdo al régimen establecido, una persona se negara a cumplirlo, 
habilitará a que la otra parte acuda personalmente ante el Juez de Familia de Urgencia y en 


Montevideo el Juez de Familia de Urgencia es el Juez de Violencia Doméstica. Sin embargo, cuando 
uno comparece en la actividad profesional, le terminan diciendo: «No es un problema nuestro. Vaya al 
Juzgado de Familia». La ley dice que el juez tiene que fallar a favor para un lado o para el otro, y lo 
peor que puede pasar es que tire la pelota para adelante para que se ocupe otro. El sufrimiento de un 
abuelo, una abuela, un padre o una madre que no puede ver a su hijo no admite dilaciones de meses o 
de años porque dos Jueces no se pongan de acuerdo. El CNA es claro y, en ese marco, venimos a 
proponer plazos y formas de actuación de los Jueces, que es algo que ya está previsto; no estamos 
innovando absolutamente en nada. 


En segundo término, estamos señalando otro flagelo que encontramos en la sociedad. La 
forma más común de incumplir esos regímenes de visitas establecidos a favor de cualquier persona - 
porque se pueden establecer no solamente a favor de un padre o de un abuelo, sino también a favor 
de otra persona que, por ejemplo, haya criado a los niños- es realizar una denuncia. Si alguien hace 
una denuncia por cualquier motivo, automáticamente los Jueces actúan, sin fundamento legal y 
violando la ley y la Constitución. En efecto, la Constitución es clara en cuanto al principio de igualdad y 
a que la familia es la base de la sociedad, y el CNA es claro en el artículo 38 cuando establece que las 
visitas son principalmente un derecho de los niños y no una obligación de los padres. Sin embargo, 
lamentablemente la gran mayoría de los jueces de nuestro país que tienen competencia en materia de 
familia terminan diciendo: «Suspendamos el régimen y después veamos qué es lo que pasa». Esa 
suspensión del régimen, en forma totalmente irregular e ilegítima, en los hechos termina separando a 
ese niño del progenitor que lo está reclamando para poder verlo y de toda su familia, porque cuando se 
suspende a un padre o a una madre el régimen de visitas, esa suspensión, por lo general, abarca a 
todo el elenco familiar. 


SEÑOR MOREIRA.- Generalmente el afectado es el padre. 
SEÑOR FREIRA.- Por lo general, y lamentablemente, es el padre. 


Hay muchos padres que no cumplen los deberes que marca la ley, pero cuando tenemos 
padres y familias que sí quieren cumplirlos y estar cerca de sus hijos, se chocan contra un paredón 
porque el sistema judicial no solamente no les permite ejercer su paternidad o su maternidad, sino que 
actúa en contra de la ley. 


En ese sentido, estamos proponiendo que se establezcan plazos para la actuación judicial y 
plazos máximos para la suspensión del régimen de visitas. En nuestro país tenemos -y ya lo hemos 
denunciado ante la Suprema Corte de Justicia, que gustosamente nos ha recibido- padres que hace 
cinco, seis, siete o más de diez años que no pueden ver a sus hijos por estas chicanas judiciales. 
Estamos en un país con un régimen democrático, donde todos luchamos por la defensa de nuestros 
niños y de los derechos humanos de todos los ciudadanos. Por lo tanto, es hora de que los derechos 
humanos de nuestros niños sean contemplados, a los efectos de evitar males peores en esos niños 
que son el futuro de la sociedad. Los expertos dicen que cuando se separa a un niño de cualquiera de 
sus progenitores va a tener innumerables problemas en el futuro. Creemos que la figura materna -que 
es muy necesaria para el niño- y la figura paterna -que es diferente, pero se complementan- tienen que 
estar siempre presentes y no debe ser un Juez el que, en forma arbitraria e ilegal, termine separando a 
esas familias. 


SEÑORA TORRES.- Este tema es muy importante y muy grave para nuestra sociedad porque cada 
niño que vive este conflicto a partir de la separación de sus padres es tomado como trofeo de guerra y 
lanzado al espacio, y con esto el niño explosiona emocionalmente Esta situación determina su 
presente y su futuro. El niño no comprende los conflictos de los adultos, pero está involucrado en una 
guerra sin fin. Muchas veces es utilizado simplemente para destrozar al progenitor no conviviente y en 
diversas ocasiones, por lucro económico. Es terrible. 


Nosotros decimos que en este país -donde parecería que nadie conoce esta problemática- 
hay muchos hijos huérfanos de padres vivos. 


A título personal quiero decir que si se deja a un niño de siete u ocho años en un juzgado, 
cumple la mayoría de edad sin haber visto nunca más cara a cara a su padre y a toda su familia. Ese 
es el ejemplo que les puedo dar. No importan las edades. Están las viejitas de setenta o de noventa 
años y los niños, a los que se separa de todo el entorno. Los cambian de escuela y hasta de los 
médicos que los atendieron desde que nacieron, de los psiquiatras y los psicólogos. Es decir que el 
niño o la niña vive una tortura las veinticuatro horas. 


SEÑOR MOREIRA.- Los sacan del país. 
SEÑORA TORRES.- Exactamente, en el grupo hay muchos padres en esa situación. 


SEÑOR FREIRA.- Queremos resaltar y reiterar que el Código de la Niñez y la Adolescencia que se 
aprobó hace pocos años es un código de vanguardia, pero lamentablemente no se aplica. 


SEÑOR MOREIRA.- Ese Código es del año 2004. 


SEÑOR FREIRA.- Hay una ley que no se aplica. Si existe una ley, el juez tiene que aplicarla porque 
esa es la función jurisdiccional. 


No tenemos más para agregar. Agradecemos que nos hayan recibido. Si los señores 
Senadores tienen alguna consulta o duda con gusto la evacuaremos. 


SEÑOR CONDE.- Se nos están proponiendo una modificación y un agregado para el artículo 40. De 
acuerdo a lo que establece el doctor Freira, lo que está en cursiva serían los agregados. Mi duda tiene 
que ver con la redacción del último párrafo y quisiera consultar porque me produce alguna confusión. 
Dice que si no se constataran los extremos fácticos denunciados -los casos de violencia física o 
psicológica a que se hace referencia más arriba-, el Juez de Familia de Urgencia deberá enviar los 
antecedentes a la Justicia Penal. ¿Deberá enviar los antecedentes si no se constataran los extremos 
fácticos? Aquí surge mi duda y quisiera escuchar sus comentarios al respecto. 


Luego dice que el Juez de Familia quedará facultado para variar la tenencia provisoria del 
menor en cuestión, otorgándosela al progenitor denunciado, pero creo que si está denunciado no es a 
él a quien habría que entregarle la tenencia. En fin, me surgen dudas sobre este último párrafo y por 
eso quisiera escuchar sus explicaciones. 


SEÑOR FREIRA.- Lamentablemente, en la práctica jurídica de nuestro país se ha hecho un negocio 
con el tema de los niños. Hay muchas personas que, asesoradas por profesionales, interponen 
chicanas judiciales para dilatar el proceso y, mientras eso ocurre, las familias son separadas. Podemos 
hablar con conocimiento de causa. No se trata de uno sino de cientos de casos donde un proceso 
judicial con respecto a una tenencia o a un régimen de visitas lleva más de cinco, seis o siete años. Si 
el Parlamento correctamente ha asignado una corta duración a los procesos laborales donde un 
trabajador defiende sus derechos y realiza un reclamo, en un proceso de familia -que entendemos que 
es más importante aún que un reclamo económico porque las secuelas que le puede causar al niño 
son para toda la vida- los plazos de actuación del Poder Judicial no pueden ser tan largos. 


¿Cómo se hacen esas chicanas? Es muy sencillo. Por ejemplo, si yo denuncio a mi ex 
cónyuge una y otra vez por el motivo que sea, los jueces suspenden el régimen de visitas -por eso 
pusimos plazos de actuación- y eso no se puede hacer porque se están violando el artículo 139 del 
Código General del Proceso y la Constitución. La Constitución dice que todos somos inocentes hasta 
que se demuestre lo contrario y el Código General del Proceso establece que quien alega un hecho, 
debe probarlo. Lo que ocurre es que se termina premiando a aquella persona o a aquel progenitor que 
denuncia falsamente -créanme que es la gran mayoría- y por cualquier motivo al otro progenitor. 
Esa figura está prevista en el Código Penal como la simulación de un delito. Si yo acuso falsamente a 
Juan de haber cometido un delito tengo una consecuencia, pero en nuestro país el problema es que 
encontramos reiteradas denuncias -una, dos, tres, cuatro y hasta diez- y lo sabemos porque 
tenemos muchos casos y hablamos con conocimiento de causa. Lamentablemente el progenitor que 


denunció falsamente al otro y obtuvo por ello un mal llamado beneficio, separó a su hijo o hija del otro 
progenitor y no es sancionado. 


En las legislaciones de otros países, esa actitud dolosa -por llamarla de alguna forma-, esa 
actitud temeraria contra la salud mental del niño, termina siendo sancionada. Lo que queremos es que, 
cuando infundadamente se denuncia a una persona, esa actitud no quede en el limbo, sino que tenga 
una sanción jurídica; pero no lo queremos por el denunciante ni por el otro progenitor, sino por la salud 
mental del niño. Cuando se hace la denuncia -por el motivo que sea- el niño es quien sufre las 
consecuencias, el que va a las pericias y al forense, y al que se judicializa. Eso es lo que tenemos que 
tratar de evitar en niños tan pequeños, porque lamentablemente las secuelas son muy importantes y 
duran toda la vida. 


SEÑOR CONDE.- Ahora entendí el sentido del párrafo; está previsto para el caso de una falsa 
acusación. En ese entendido, no sé si esta es la redacción más adecuada -tendremos que consultar 
con nuestros abogados-, pero la idea está comprendida: se trata de castigar al cónyuge, al excónyuge 
O a quien ha efectuado una falsa acusación. 


SEÑORA TORRES.- En la práctica hablamos de «falsa denuncia» porque en el Juzgado Penal se 
constató que la situación no fue tal como se la denunció; por eso, reitero, la llamamos «falsa 
denuncia». En esos casos, después de las pericias, los padres son sobreseídos. Pueden transcurrir 
dos años, pero luego el asunto vuelve al Juzgado de Familia y el juez toma nuevamente ese proceso 
como si no hubiera pasado por la Justicia Penal. Por esas razones los procesos judiciales se eternizan 
y terminan instalando enfermedad. 


SEÑOR MOREIRA.- Me gustaría saber si hay Juzgados de Familia en todo el interior del país. 
SEÑOR FREIRA.- No específicamente en materia de familia, pero tienen varias competencias. 
SEÑOR MOREIRA.- Entonces, es el Juzgado Letrado de Primera Instancia. 

SEÑOR FREIRA.- Exactamente, con competencia en Familia. 

SEÑOR MOREIRA.- Como dice «Juez de Familia de Urgencia», habría que agregarle «o quien...» 


SEÑOR FREIRA.- Lo que sucede es que en Montevideo esos Jueces de Familia también tienen 
competencia de urgencia, pero es muy buena la acotación del señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Me entró la duda porque ahora en el interior hay muchos Jueces de Familia. 


SEÑOR FREIRA.- En realidad, lo que tienen es competencia. De todas maneras, reitero que es muy 
buena la acotación que hizo el señor Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- Por otra parte, me parece bien que estemos hablando del Código de la Niñez y la 
Adolescencia desde otro ángulo, porque siempre nos dedicamos a la minoridad infractora; hemos 
estado viendo las disposiciones relativas a la responsabilidad penal y no éstas, que son tan 
importantes como aquellas. 


SEÑORA TORRES.- Quizás a muchos de los niños que están en esta situación después los 
encontremos en la Justicia Penal; lo está diciendo una docente que trabajó durante treinta años en una 
institución que atiende a estos niños. Muchas veces nos preguntamos cómo llegó el chico allí, pero 
tuvo una historia de abusos emocionales permanentes y no justamente abusos sexuales, como 
generalmente sucede. Son casos en que un progenitor denuncia al otro. 


SEÑOR FREIRA.- Si se me permite, quisiera referirme a un tema que me gustaría adelantar, aunque 
no es el objeto de la visita de hoy. 


Con respecto al tema de utilizar al niño como botín de guerra -por ejemplo, cuando uno de 
los progenitores le dice al otro: «al niño no lo ves más»- y los problemas que traen aparejados esas 
separaciones que, lamentablemente y por distintos motivos, los mayores no saben llevar a buen 
puerto, se han solucionado en países como Francia, Estados Unidos, Costa Rica y Chile. A modo de 
ejemplo, en este último el año pasado se sancionó una ley de tenencia compartida con el voto unánime 
de los Partidos. Si el día de mañana pudiéramos llegar a aprobar un proyecto de ley de esa índole, los 
problemas de los divorcios conflictivos -llámense tenencias, ratificaciones de tenencias o regímenes de 
visita- estarían finiquitados. 


Nosotros entendemos que el término «visitas» es absolutamente peyorativo; un padre o una 
madre no visita a un hijo, eso lo puede hacer un visitador médico. Me causa gracia -y lo digo con todo 
respeto- cuando un Juez le comunica a un padre o a una madre, por ejemplo, que puede visitar a su 
hijo los días martes y jueves de cinco a seis, porque lo único que puede hacer en ese horario es 
llevarlo al parque y un niño no es una mascota para que lo lleven al parque durante una hora, por 
decirlo de alguna forma. Un padre o una madre es más que un mero visitador y, mediante esas 
legislaciones, para esos problemas los mencionados países han encontrado una solución macro que 
les ha dado muy buenos resultados. 


SEÑOR MOREIRA.- En lo que refiere al cumplimiento de las pensiones alimenticias, ¿cuál es la 
experiencia que se tiene? Lo pregunto porque recurrentemente se plantea que hay gente que no 
cumple con el pago de esa obligación. 


SEÑOR FREIRA.- Entiendo que hay un problema anterior. Cuando se produce una separación los 
jueces entienden que la parte que se queda con los niños tiene que mantener el mismo nivel de vida, 
pero nosotros creemos que eso no es correcto y no se ajusta a la realidad. Pongamos el ejemplo de 
una familia a la que le ingresan $ 100 y la pareja se separa. En ese caso, automáticamente los gastos 
van a aumentar y si la persona que se separa -sea hombre o mujer- tiene otra familia que mantener, los 
gastos se triplican. Por tanto, es imposible que alguien mantenga el mismo nivel de vida. Somos 
fervientes defensores de que se cumpla con las pensiones alimenticias por ambas partes, hombres y 
mujeres, porque así lo establece la ley y que ésta caiga con todo su peso a la parte que incumpla. El 
problema radica en que muchas veces las sumas que se fijan no terminan siendo racionales ni 
razonables con la situación de esa pareja, y eso genera problemas posteriores. De todos modos, 
creemos que ese es un tema que se solucionaría con la tenencia compartida. En cuanto al trabajo de 
los jueces -es cierto que hoy en día los juzgados están abarrotados de problemas-, entiendo que estos 
tres procesos que se eliminarían redundarían en una muy buena solución a la demora que se produce 
en la tramitación de los expedientes judiciales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión les agradecemos la visita y la información 
brindada. Esta será una responsabilidad más para los integrantes de esta Comisión y del Senado. 


SEÑOR FREIRA.- Los agradecidos somos nosotros por habernos recibido. 
(Se retiran de Sala representantes de la organización «Todo Por Nuestros Hijos Ya») 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de levantar la sesión diría de fijar el criterio para analizar el proyecto de 
ley de descentralización que se nos ha entregado en el día de hoy. Si están de acuerdo, 
comenzaríamos a analizarlo en la próxima sesión. 


SEÑOR MOREIRA.- Sería interesante ver las actas. La Secretaría nos informó que se nos remitieron 
las versiones taquigráficas de todas las visitas, las que me imagino que habrán sido muchas. 


SEÑORA SECRETARIA.- La intención de la Comisión de la Cámara de Representante fue tener varias 
entrevistas. Lo que se concretó fue la Comisión de Descentralización y Participación Ciudadana de la 
Junta de Canelones y de la Junta de Maldonado. Luego se realizó una solicitud al doctor Martins que 
se envió por escrito y que figura dentro de una de las versiones taquigráficas. Si no recuerdo mal se 
encuentra en una versión taquigráfica del 30 de octubre del año pasado. Luego se le hizo una solicitud 
al doctor Korzeniak que no está transcripta en la versión taquigráfica, por lo que voy a tratar de 


ponerme en contacto con la Secretaría de dicha Comisión para obtenerla, así como también cualquier 
otra documentación que se haya manejado en Comisión y que no figure en las actas. Todas las 
versiones taquigráficas fueron remitidas en el día de hoy a los correos electrónicos de los señores 
Senadores. 


Ahora estoy elaborando un comparativo entre el proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes y la ley, que remitiré por correo electrónico en el día de mañana. 


SEÑOR MOREIRA.- Analizaremos esos elementos y después veremos cómo fijamos el régimen de 
trabajo, ya que se trata de un proyecto importante. 


SEÑORA SECRETARIA.- Vale destacar que una delegación de la Comisión fue recibida por una 
delegación del Congreso de Intendentes y según consta en actas dicho encuentro fue grabado, por lo 
que voy a procurar conseguir la transcripción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 50 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


